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Al contestar, cite este número 

Radicado No. *RAD_S*: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMPP-CEDE11-DIDEF-*TRD* 

 
Bogotá, D.C., *F_RAD_S* 
 

Señor: 

Juez 38 Administrativo de oralidad del Circuito de Bogotá  

Sección Tercera 

E.     S.     D.  

 

 

REF. : Expediente No. 11001333603820200000300 

DEMANDANTE : JUA DAVID AVENDAÑO VILLAQUIRAN  

DEMANDADO        : MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO 

NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA   

 

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA Y PRESENTACIÓN DE EXCEPCIONES 

 

 

MARIA DEL PILAR GORDILLO CASTILLO,  mayor de edad, domiciliada y 

residente en la ciudad de Bogotá, identificada con la Cédula de 

Ciudadanía No. 53.101.778 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio y 

portadora de la Tarjeta Profesional Número 218.056 del Consejo Superior de 

la Judicatura, obrando en  calidad de apoderada de la NACIÓN-

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL en el proceso de la referencia, conforme 

al poder otorgado, doy CONTESTACIÓN  a la demanda en los siguientes 

términos:  

 

ANTECEDENTES DE LA DEMANDA 
 

Demanda la parte demandante que: 
 

1. Se declare administrativamente responsable por las lesiones que 

padece el señor JUAN DAVID AVENDAÑO VILLAQUIRAN. 

 

2. Condenar, en consecuencia a la Nación – Ministerio de Defensa – 

Ejército Nacional es administrativamente y patrimonialmente 

responsable de los perjuicios materiales e inmateriales causados, por 

los hechos a que se contrae esta demanda, y a favor de los 

demandantes. 
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OPOSICIÓN A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 
 

Me opongo categóricamente a estas por falta de los requisitos legales y 

probatorios que permitan establecer la responsabilidad del Estado de 

conformidad con los parámetros jurisprudenciales, constitucionales, legales 

y probatorios.   

 

Así mismo, se solicita una serie de perjuicios a los que no puede haber lugar 

por no probarse que el Ejército Nacional ocasionó en el demandante un 

daño antijurídico, que no deba soportar, requisito sine qua non, bajo las 

premisas constitucionales y jurisprudenciales.  

 

Me opongo en todo y en parte al pago de suma alguna por concepto de 

perjuicios a favor del demandante, así: 

 

PERJUICIOS MORALES  

 

Me opongo al pago de suma alguna por concepto de Perjuicios Morales, 

pues es claro que estos sólo procederán en los casos que se haya avisado 

una aflicción, acongoja, sufrimiento e intenso dolor a raíz del daño causado. 

Lo único que ha quedado claro al momento de la contestación de la 

demanda, y como se podrá demostrar a lo largo del proceso es que aun 

cuando pudiera llegar a existir un perjuicio de tipo moral, no se allegó 

prueba tendiente a demostrar que los padecimientos o quebrantos de salud 

a que refiere la demanda hayan tenido su origen con ocasión de la 

prestación del Servicio Militar, lo que exime a la entidad accionada de 

responder por estos perjuicios. 

  

PERJUICIO MATERIALES 

 

Me opongo al reconocimiento de suma alguna por concepto de PERJUICIO 

MATERIAL en su modalidad de lucro cesante, teniendo en cuenta las 

siguientes consideraciones: 

 

Para el lucro cesante solicitado, debe tenerse en cuenta que “… el lucro 

cesante aparece cuando un bien económico que debía ingresar en el curso 

normal de los acontecimientos, no ingresó ni ingresará en el patrimonio de 

la víctima”. 

 

Solicito no se acceda a lo pretendido, pues no existe ninguna 

argumentación o prueba en el proceso respecto de la actividad laboral que 

realizaba JUAN DAVID AVENDAÑO VILLAQUIRAN, por lo que es claro que no 

ejercía ninguna al momento de ser incorporado a prestar su Servicio Militar 

obligatorio. 

 

 

En consecuencia no existe certeza de que efectivamente se desarrollará 
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una actividad económica laboral y mucho menos que le fueran pagadas 

prestaciones sociales que permitieran aumentar un monto en 20%, o al  

menos no se aportó prueba que demuestre lo contrario. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es claro que en el presente caso no existe 

mérito alguno para reconocer perjuicios materiales, pues brilla por su 

ausencia la prueba que indique actividad económica laboral desarrollaba 

el señor JUAN DAVID AVENDAÑO VILLAQUIRAN, antes de prestar su servicio 

militar, además de un dictamen pericial que indique la pérdida de la 

capacidad laboral sufrida por este. 

 

DAÑOS A LA SALUD  

 

Nos oponemos a la prosperidad de esta pretensión,  pues la jurisprudencia del 

H. Consejo de Estado ha sido clara en indicar que procederá la indemnización 

por este concepto  dependiendo de la intensidad del daño y la naturaleza del 

bien o derecho afectado y dependerá de la estimación que haga el fallador 

con base en la declaratoria de responsabilidad a la entidad del Estado 

debidamente motivada. 

 

Sin embargo, en el caso particular tampoco será viable jurídicamente 

reconocer este perjuicio pues, en primer lugar existe una causal eximente de 

responsabilidad que desvirtúa de plano que la demandada pueda ser 

condenada, y en segundo término, porque no existe ninguna valoración 

médica que indique si efectivamente tiene secuelas generadas con ocasión a 

la prestación del servicio militar. 

 

A LOS HECHOS 
 

Hechos: 2.1, 2.4, 2.5 y 2.6 – Es cierto de conformidad con la documental. 

Hechos: 2.2. – es parcialmente cierto en razón a que el señor Avendaño 

Villaquiran ingreso en condiciones normales, con múltiples cicatrices en 

dorso y cara. 

Hecho 2.3 – Es parcialmente cierto en razón al informativo administrativo por 

lesión de fecha 1 de junio de 2018 se indicó que en sector de trasportes se 

escucha una explosión sin poder indicar exactamente que objeto en el 

mencionado documento se indica que es al parecer es una granada de 

40mm, sin tener la certeza. 

Hecho 2.7: me atengo a lo probado en el curso del proceso. 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

¿Es responsable administrativa y extracontractualmente la Nación – Ministerio 

de Defensa – Ejército Nacional por las lesiones padecidas por el ex soldado 

regular JUAN DAVID AVENDAÑO VILLAQUIRAN mientras se encontraba 

prestando su servicio militar obligatorio?  
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FUNDAMENTACION FACTICA Y JURIDICA DE LA DEFENSA 

 

En razón de lo expuesto, esta defensa considera que para determinar la 

responsabilidad administrativa de la parte demandada, es procedente 

analizar lo siguiente: 

 

Título De Imputación – Lesiones A Conscriptos -:  

  

En consecuencia de lo expuesto, y teniendo en cuenta la reiterada 

jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado, los regímenes de 

responsabilidad aplicables a casos de naturaleza similar al del asunto objeto 

de análisis, es decir los daños causados a los soldados regulares durante la 

época de prestación del servicio militar, son falla del servicio y daño especial 

o riesgo excepcional – estos últimos de naturaleza objetiva -. Teniendo en 

cuenta que la parte actora señala que la Nación -  Ministerio de Defensa- 

Ejército Nacional, debe ser declarada responsable, en razón a que el 

lesionado se vio en la obligación de asumir un daño que no estaba en la 

obligación jurídica de soportar, situación que se configura en razón a que 

las presuntas lesiones que sufrió el señor JUAN DAVID AVENDAÑO 

VILLAQUIRAN  al parecer ocurrieron en la época que prestaba el servicio 

militar obligatorio, y que las mismas tienen relación directa con el servicio, es 

necesario tener en cuenta que para que surja el deber del Estado de reparar 

el daño sufrido por un conscripto es necesario acreditar que el mimo tuvo 

alguna vinculación con el servicio, porque se produjo por causa o con 

ocasión del mismo. 

 

Por tanto, existe responsabilidad del Estado por respecto de los daños 

sufridos a los soldados conscriptos, durante la prestación del servicio cuando 

se demuestre que el daño provenga de: 

 

• Rompimiento de las cargas públicas. 

• Por la configuración de un riesgo excepcional el cual excede el riesgo 

al que normalmente están sometidas las personas que están en las 

mismas condiciones. 

• Por falla del servicio, que da lugar al resultado perjudicial. 

 

Sin embargo también resulta pertinente acotar para el caso en concreto 

que la prestación del servicio militar  NO PUEDE CONSIDERARSE COMO UN 

DAÑO y que además no todos los daños que sufren las personas en estado 

de conscripción se deben imputar ipso facto a la Administración, de contera 

que hay ciertos eventos en los cuales se debe valorar con mayor cuidado, 

que bajo esa responsabilidad estatal de reintegrar al conscripto  en óptimas 

condiciones, no habría responsabilidad imputable a la administración  

cuando la causa determinante en la producción del daño hubiese sido por 

faltar al cuidado mínimo que cualquier ser humano debe tener a favor de su 

misma persona, en otras palabras, se entiende que si el conscripto no 

estuviese prestando ese servicio militar  obligatorio, hubiese corrido con la 



 

 
 

 
 
 
 
 
Dirección de Defensa Juridicial Integral. 
Carrera 44B N° 57 - 15 
maria.gordillo@ejercito.mil.co 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 

misma suerte y el resultado final frente de él sería el mismo. 

 

Vistas así las cosas, sería un contrasentido que la Constitución autorizara la 

incorporación obligatoria de jóvenes para el servicio militar obligatorio de 

acuerdo con las necesidades del servicio (artículo 216 ibídem y la ley 48 de 

1993), para que el mismo Estado se viera compelido a soportar condenas 

por altas indemnizaciones de carácter judicial y prestacional en estos casos, 

más cuando ya ha tarifado y asumido previamente las mayores coyunturas 

a las que estas personas están sometidas, al dar cumplimiento al principio 

de solidaridad social consagrado en el artículo 95 constitucional, que tiene 

por objetivo “Apoyar a las autoridades democráticas, mantener la 

independencia y la integridad nacional, defender el territorio y la soberanía 

nacional, colaborar en la defensa de la convivencia pacífica, el 

mantenimiento de la paz y la efectiva vigencia de las instituciones”. 

 

INEXISTENCIA DEL DAÑO E INIMPUTABILIDAD AL ESTADO 

 

Como se ha sostenido a lo largo de esta contestación, el hecho por el que 

se convoca a la Nación- Ministerio de Defensa- Ejército Nacional consiste en 

unas presuntas “graves lesiones” sufridas al demandante durante la 

prestación del servicio militar. 

 

Respecto a las graves lesiones sufridas 

 

Si en efecto hubiere ocurrido un evento extraordinario es necesario tener en 

cuenta que en materia de responsabilidad extracontractual del Estado, 

imperioso es hablar de los requisitos que deben existir a la hora de reclamar 

del Ente estatal la reparación de daños. Así, la jurisprudencia del Consejo de 

Estado y la doctrina han establecido en primer término derivado del artículo 

90 superior la existencia de un daño antijurídico, lo cual implica que aquella 

persona respecto de quien sobrevino, no tenía el deber jurídico o la “carga” 

de soportarlo.  

 

Al respecto debe tenerse en cuenta que esos daños toman fuerza cuando 

de conformidad con los pronunciamientos del Consejo de Estado se 

presentan circunstancias en las que se imponen cargas superiores, existe 

una falla por parte de la entidad o se ha expuesto al sujeto a una situación 

de riesgo excepcional.  

 

En el caso concreto, lo primero que debe ponerse de presente es que la 

entidad que represento en nada contribuyó a la producción del daño, que 

por el contrario, este se presentó como consecuencia de una situación 

extraordinaria producto de un evento accidental que no pudo ser previsto 

por la Institución. 

 

 

Es claro que a los jóvenes que ingresan al Ejército Nacional en condiciones 



 

 
 

 
 
 
 
 
Dirección de Defensa Juridicial Integral. 
Carrera 44B N° 57 - 15 
maria.gordillo@ejercito.mil.co 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 

físicas y medicas óptimas, y acorde al profundo desarrollo Jurisprudencial 

que ha tenido la figura de la Conscripción, se genera en principio una 

obligación de devolver al conscripto en las mismas condiciones que ingreso 

al interior de la Institución; lo que no es cierto es que por CUALQUIER SUCESO, 

recaiga en cabeza de la Administración la obligación inexorable de resarcir 

un daño que desde su génesis no le es atribuible, por la sencilla razón que su 

HECHO GENERADOR, es una actuación ajena a su esfera de actuaciones. 

 

Con respecto a la responsabilidad patrimonial del Estado, deprecada del 

Articulo 90 superior “...El Estado responderá patrimonialmente por los daños 

antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de 

las autoridades públicas...”. Y ha sido amplio el ramo de pronunciamientos 

del Honorable Consejo de Estado, al edificar con claridad los tres elementos 

esenciales para la existencia de Responsabilidad Estatal a saber: DAÑO 

ANTIJURIDICO, IMPUTABILIDAD DEL DAÑO (hecho generador en cabeza de 

la Administración), Y NEXO CAUSAL ENTRE EL DAÑO ANTIJURIDICO Y LA 

ACTUACION DOLOSA Y OMISIVA DEL ESTADO. Resulta entonces necesario 

analizarlos, a la luz de los hechos sustento de la demanda. 

 

No se observa en el escrito de la demanda y los hechos que sustentan las 

pretensiones, el lleno de los presupuestos necesarios para la materialización 

del DAÑO ANTIJURIDICO, pues tal y como lo ha sostenido el H. Consejo de 

Estado: “...el daño solo puede ser el resultado de la gestión de uno o varios 

de sus agentes quienes en ejercicio de la función pública ejecuten actos de 

carácter doloso o se abstengan de ejecutar otros que se han debido 

realizar...” (Subrayas y negrillas fuera del texto original). 

 

Consideramos con todo respeto, que NO ES JURIDICAMENTE CIERTO 

SEÑALAR QUE EL SERVICIO MILITAR CONFIGURA POR SI MISMO UN DAÑO 

ANTIJURÍDICO, pues ya no aplica la teoría del daño presunto. 

 

De acuerdo al ordenamiento jurídico vigente, y con el fin de que se declare 

la responsabilidad de la administración pública, se hace necesario verificar 

la configuración de los dos elementos o presupuestos de la misma, según la 

disposición constitucional que consagra la institución jurídica, esto es, el 

artículo 90 de la Constitución Política de Colombia, en consecuencia, es 

necesario que esté demostrado el daño antijurídico, así como su imputación 

fáctica y jurídica a la administración pública.  

 

Por los anteriores argumentos, solicito a su H. Despacho se sirva denegar las 

Pretensiones de la Demanda.  

 

 

 

 

 

AUSENCIA DE MATERIAL PROBATORIO QUE PERMITA ENDILGAR 
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RESPONSABILIDAD A LA DEMANDADA  

 

Por lo anteriormente expuesto y por no existir el sustento probatorio suficiente 

a pesar de que se trata de una carga de que desde siempre ha 

caracterizado el derecho probatorio, deberá también desestimarse la 

posibilidad conciliatoria a las pretensiones del demandante.  

 

Al respecto debe observarse que el derecho a presentar pruebas y a 

controvertirlas se traduce, en un derecho a la prueba, mejor aún, en un 

derecho a probar los hechos que determinan la consecuencia jurídica a 

cuyo reconocimiento, en el caso litigado, aspira cada una de las partes.  

 

Se trata de una aquilatada garantía de acceso real y efectivo a los 

diferentes medios probatorios, que le permita a las partes acreditar los 

hechos alegados y, desde luego, generarle convencimiento al juez en torno 

a la pretensión o a la excepción. Al fin y al cabo, de antiguo se sabe que el 

juez debe sentenciar conforme a lo alegado y probado (iuxta allegata et 

probata iudex iudicare debet), razón por la cual, quienes concurren a su 

estrado deben gozar de la sacrosanta prerrogativa a probar los supuestos 

de hecho del derecho que reclaman, la que debe materializarse en 

términos reales y no simplemente formales, lo cual implica, en primer lugar y 

de manera plena, hacer efectivas las oportunidades para pedir y aportar 

pruebas. 

 

En el caso concreto, no solo es claro que la lesión no es imputable a la 

entidad que represento, también se evidencia el hecho de que ni siquiera 

se ha cuantificado cual es la pérdida de la capacidad laboral que 

supuestamente sufre el señor JUAN DAVID AVENDAÑO VILLAQUIRAN,  pues 

no se evidencia en el expediente prueba si quiera sumaria de que este 

hubiese realizado los trámites correspondientes para que su situación de 

sanidad se definiera siendo este quien tenía el real interés en ello con lo que 

se descarta de plano otro de los requisitos para que el daño sea resarcible, 

esto es que sea CIERTO, sino que se limita únicamente a realizar afirmaciones 

sobre el daño sufrido basándose en simples especulaciones sin respaldo. 

 

DAÑO NO IMPUTABLE AL ESTADO 

 

En cuanto a la imputabilidad  

 

De acuerdo al ordenamiento jurídico vigente, y con el fin de que se declare 

la responsabilidad de la administración pública, se hace imperioso verificar 

la configuración de los dos elementos o presupuestos de la misma, según la  

Disposición constitucional que consagra la institución jurídica, esto es, el 

artículo 90 superior. 

 

En consecuencia, es necesario que esté demostrado el daño antijurídico, así 

como su imputación fáctica y jurídica a la administración pública.  
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Por lo anterior, además de constatarse, en un primer momento, la 

antijuridicidad del daño, el operador jurídico debe elaborar un “juicio de 

imputabilidad” que le permita encontrar un título jurídico diferente de la 

simple causalidad material que justifique la decisión a tomar, es por ello que 

dentro del nuevo modelo en que se desarrolla la responsabilidad patrimonial 

del Estado, se parte de un concepto objetivo de acción y, por ende, la 

atribución fáctica de la misma ostenta igual naturaleza (imputación 

objetiva). 

 

Respecto de la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado- 

Sección Tercera en sentencia 18 de febrero de 2010, expediente 18274, 

señaló que: 

 
 “Los ingredientes normativos (imputación fáctica e imputación 

jurídica) tienen como propósito controlar la incertidumbre que genera 

el empleo de las teorías causales propias de las ciencias naturales, 

frente a la asignación de resultados de las ciencias sociales. Por lo 

tanto, la imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto 

entre la causalidad material y las herramientas normativas propias de 

la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente para 

establecer cuando un resultado en el plano material, es atribuible a 

un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación fáctica no 

supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya 

que se requiere un estudio de segundo nivel, denominado imputación 

jurídica, escenario en el que el juez determina si además de la 

atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar 

el daño antijurídico; se trata por ende, de un estudio estrictamente 

jurídico en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los 

perjuicios a partir de la verificación de una culpa (falla); o por la 

concreción de un riesgo excepcional al que es sometido el 

administrado, o de un daño especial que frente a los demás 

asociados es anormal y que parte del rompimiento de la igualdad 

frente a las cargas públicas.”(Subrayado fuera de texto) 

  

Por otro lado, se ha pronunciado la Corte Constitucional, en sentencia 

SU- 1184 de 2001, donde manifiesta que “La imputación de una 

conducta o un resultado en el derecho penal (o en general en 

cualquier derecho de responsabilidad), (...)con el fin de concretar el 

juicio de imputación se debe considerar 1) el riesgo permitido que 

autoriza la creación de peligros dentro de los límites que la sociedad 

va tolerando en virtud de las necesidades de desarrollo 2) el principio 

de confianza indispensable para que pueda darse una división del 

trabajo y que permite al sujeto delegar ciertas tareas sobre la base 

que las demás personas son autoresponsables que cumplirán con las 

expectativas que surgen de una determinada función; 3) las acciones 

a propio riesgo, las cuales se imputa a la víctima, las conductas que 

son producto de la violación de sus deberes de auto protección y la 

4) las prohibición de regreso. Por último se constata la realización del 

riesgo. Es decir que  el mismo riesgo creado para el sujeto sea el que 
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se concrete en la producción del resultado (….)” 

 

En consecuencia, hasta este punto se puede inferir con certeza que está 

siendo desarrollada la teoría de la imputación objetiva, por parte de la 

jurisprudencia del Consejo de Estado, en sus presupuestos del riesgo 

permitido, principio de confianza y acciones a propio riesgo, cuando se 

entra a examinar si un daño es imputable o no a la administración pública, 

lo cual pone en evidencia la insuficiencia del dogma causal para la 

resolución de las controversias que se suscitan con ocasión de la 

responsabilidad extracontractual del Estado.  

 

Así mismo, estas teorías han sido desarrolladas por doctrinantes penalistas, 

que de suyo han aportado importantes avances a esta posición doctrinaria, 

así como el profesor Gunter Jakobs, en su obra: 

 
 “La Imputación Objetiva en el Derecho Penal” apunta que “existe un 

riesgo permitido…Y es que la sociedad no es un mecanismo cuyo 

único fin sea la protección máxima de bienes jurídicos, sino que está 

destinada a hacer posibles las interacciones, y la prohibición de 

cualquier puesta en peligro, de toda índole, imposibilitaría la 

realización de todo comportamiento social incluyendo, por lo demás 

también los comportamientos de salvación. Sin embargo, en 

determinados ámbitos, la necesidad de un riesgo permitido en modo 

alguno es contradictoria con la protección de bienes jurídicos…” 

 

De igual manera, en palabras del profesor Claus Roxin, “se (debe) 

entender por riesgo permitido una conducta que crea un riesgo 

jurídicamente relevante, pero que de modo general está permitida y, 

por ello, a diferencia de las causas de justificación, excluye la 

imputación (…) prototipo del riesgo permitido es la conducción 

automovilística observando todas las reglas del tráfico diario. No se 

puede negar que el tráfico diario constituye un riesgo relevante para 

la vida, salud y bienes materiales, cosa prueba irrefutablemente la 

estadística de accidentes(…) Dentro del ámbito del riesgo permitido 

entran todo el tráfico público ( por tanto también el tráfico aéreo, 

ferroviario y marítimo), el funcionamiento de las instalaciones 

industriales (especialmente de las plantas peligrosas), la práctica de 

deportes que implican riesgo, las intervenciones médicas curativas en 

el marco de la lex arti (…): Por consiguiente no serán imputables 

objetivamente aquellos daños en que exista: a) Una disminución del 

riesgo permitido, b) la falta de creación del riesgo, c) cuando el riesgo 

concretado se mueve dentro del riesgo permitido, d) cuando el 

resultado se encuentra por fuera de la norma de cuidado, e) cuando 

la conducta alternativa es conforme a derecho.” 

 

Adicionalmente, y en torno a la inexistencia de imputabilidad como se ha 

venido mencionando, existe en el margen del derecho un numero de 

conductas que traen consigo la existencia de un riesgo permitido y que 

siempre y cuando no invada la órbita funcional de la persona, le genere 

daños insoportables o antijurídicos como aparentemente lo quiere hacer 
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creer la parte actora, no tiene por qué generarse una imputación, pues de 

ninguna forma el estado de salud con el que se licenció el demandante, le 

impide conseguir trabajo o desempeñarse en diferentes campos, pues 

recibió toda la atención médica que se hizo necesaria y no se presenta una 

afección en los niveles que constituyan impediente real en la vida civil; si ello 

(ubicarse laboralmente) no le ha sido posible, tendrá que observarse otro 

tipo de factores que nada tienen que ver con su permanencia en el Ejército 

Nacional.  

 
AUSENCIA DE MATERIAL PROBATORIO 

 

INEXISTENCIA DE ACERVO PROBATORIO FRENTE A LA CAUSA DETERMINANTE 

 

El Código General del proceso en su artículo 167 Reza: “Carga de la prueba. 

Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que 

consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 

 

No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o 

a petición de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su 

práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo 

probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación 

más favorable para aportar las evidencias o esclarecer los hechos 

controvertidos. La parte se considerará en mejor posición para probar en 

virtud de su cercanía con el material probatorio, por tener en su poder el 

objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, por haber 

intervenido directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por 

estado de indefensión o de incapacidad en la cual se encuentre la 

contraparte, entre otras circunstancias similares. 

(…)” 

 

Ahora bien, dicha historia clínica no puede pretender el actor que se 

convierta en plena prueba frente a una responsabilidad imputable al 

Estado, lo anterior en el entendido que si bien constituye un indicio de que 

la lesión sufrida por el actor presuntamente prestando el prestando el 

servicio militar, no es un indicio que se constituya como prueba plena y única 

para llegar a la conclusión que la actividad que desarrollaba el soldado 

genera a) de una acción, omisión o extralimitación de la administración, o 

b) de un rompimiento del equilibrio de la igualdad de las cargas públicas 

frente a sus compañeros o incremento del riesgo en su persona.  

 

Por lo expuesto, es evidente la inexistencia de pruebas allegadas y 

solicitadas que permitan endilgar la responsabilidad a la entidad 

demandada y a todas luces la demanda centra su atención en 

pretensiones sin ningún tipo de asidero jurídico o factico.  

 

Por lo anteriormente expuesto y por no existir el sustento probatorio suficiente 

a pesar de que se trata de una carga de que desde siempre ha 
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caracterizado el derecho probatorio, deberá también desestimarse 

cualquier posibilidad para acceder a las pretensiones del demandante.  

 

Al respecto debe observarse que el derecho a presentar pruebas y a 

controvertirlas se traduce, en un derecho a la prueba, mejor aún, en un 

derecho a probar los hechos que determinan la consecuencia jurídica a 

cuyo reconocimiento, en el caso litigado, aspira cada una de las partes.  

 

Al respecto es importante tener en cuenta que el artículo 16 del Decreto 

1796 del 2000, establece los soportes a los que debe acudir dicha junta para 

efectos de la calificación a que haya lugar, entre los cuales están: 

 
“a. La ficha médica de aptitud psicofísica.  

b. El concepto médico emitido por el especialista respectivo que 

especifique el diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y 

secuelas de las lesiones o afecciones que presente el interesado.  

c. El expediente médico - laboral que reposa en la respectiva 

Dirección de Sanidad.  

d. Los exámenes paraclínicos adicionales que considere necesario 

realizar.  

e. Informe Administrativo por Lesiones Personales.”  

(Negrilla fuera de texto) 

 
Frente a esto la Corte Constitucional mediante la sentencia C-640 del 

2009, precisó que “El informe administrativo por lesiones constituye uno 

de los soportes – junto con la ficha médica de aptitud sicofísica, el 

concepto médico de especialista, el expediente médico laboral y los 

exámenes paraclínicos -  para que la Junta Médico Laboral Militar o 

de Policía desarrolle las funciones que le competen, al punto que se 

concibe como una de las causales que suscita la convocatoria de la 

Junta Médico Laboral… No obstante, en lo que concierne al término 

establecido para el reporte de la información, ya sea por parte del 

jefe o comandante en el régimen especial, del empleador o 

contratante en el régimen común, ó por el propio afectado en uno y 

otro, la regulación sí difiere de manera sustancial. Así, en el régimen 

especial, el lesionado cuenta con un término de dos (2) meses 

contados partir de la ocurrencia del hecho para informar sobre el 

evento, cuando el mismo pase inadvertido para el superior, y éste a 

su vez con dos (2) meses contados a partir del momento en que tenga 

conocimiento del accidente por cualquiera de las fuentes autorizadas 

para el efecto  (Art. 25 D. 1796/00). En contraste con ello, en el 

régimen común, el término para diligenciar el informe sobre el 

accidente de trabajo o la enfermedad profesional acaecida en una 

empresa o actividad económica es de dos (2) días hábiles, contados 

a partir de aquel en que el accidente se hubiese producido o en que 

la enfermedad profesional hubiese sido diagnosticada”. (Negrilla 

fuera de texto)  

 

Lo dicho permite afirmar que, no se encuentra acreditado plenamente que 

la presunta pérdida de la capacidad laboral que sufrió el señor JUAN DAVID 
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AVENDAÑO VILLAQUIRAN fue con ocasión del servicio militar obligatorio, 

nótese que conforme al documento que se allega no reposa  Acta de Junta 

Médica Labora ni tampoco Informativo administrativo por lesiones, lo 

anterior denota que claramente no se cumplieron los términos legales 

establecidos para realizar un requerimiento de informe administrativo al 

batallón al cual se encontraba inscrito el acto, por lo anterior, por lo que NO 

PUEDE establecer la imputabilidad al servicio, por lo expuesto anteriormente, 

sírvase señor Juez, declarar probados los fundamentos jurídicos de la 

defensa, y como consecuencia de ello, negar las pretensiones de la 

demanda. 

 

PRUEBAS SOLICITADAS POR EL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL EJÉRCITO 

NACIONAL 

 

De la manera más atenta solicito a su despacho se tenga en cuenta la 

solicitud probatoria realizada al Director de Sanidad mediante oficio N° 

2020251010160403 y la realizada al Director de Prestaciones sociales 

mediante oficio N° 20202510101600743 de fecha 12 de noviembre de 2020. 

las cuáles serán allegadas a su despacho una vez den respuesta al 

requerimiento, este oficio es aportado con la contestación de la demanda 

 

 

EN CUANTO A LAS COSTAS 

 

Se acoge lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas a las partes, en tanto que no se ha 

comprobado un uso indebido o arbitrario de los instrumentos procesales por 

parte de estas. Se debe tener en cuenta, de un lado, que la conducta no 

fue temeraria ni se encuentra la mala fe, y de otro, porque no se demostró 

la existencia de pruebas en el proceso sobre los gastos y costas en el curso 

de la actuación, en virtud de lo expuesto en el numeral 8 del artículo 365 de 

la Ley 1564 de 2012. 

PETICIONES 

 

Solicito ante este Despacho Judicial y a favor de la entidad que represento, 

lo siguiente: 

 

 Desestimar las pretensiones propuestas por el demandante en el escrito de 

demanda, teniendo en cuenta los argumentos expuestos en el desarrollo del 

presente escrito. 

 

 

ANEXOS CON LA DEMANDA  

 

• Los enunciados en el acápite de pruebas. 
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• Me permito anexar poder debidamente conferido y sus anexos, 

con el fin de que se me reconozca personería para actuar. 

 
NOTIFICACIONES. 

 

 

En la Dirección de Asuntos Contenciosos del Ejército, Sede Bogotá ubicada 

en la calle 44b N° 57 - 15  Bogotá D.C. Dirección de Asuntos Contenciosos 

del Ejército, vía web a los correos que se relacionan, 

maria.gordillo@ejercito.mil.co (correo institucional) o 

mgordillocastillo@yahoo.com (correo personal)  

  

 

Cordialmente, 

 

 

 

 

MARIA DEL PILAR GORDILLO CASTILLO 

C. C. No. 53.101.778 de Bogotá 

T. P. No. 218.056 del C. S. de la J. 

Abogada – Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional.  
 

 


















































